El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la
 decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 1ª instancia – 
10 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara improcedente la acción

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00424-00
Accionante: 
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA 

Accionado: 
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA
Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en similares hechos y en las que elevaron las mismas pretensiones, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido, a lo que pudo ser llevado por el gran cúmulo de acciones de amparo que ha interpuesto ante este Tribunal. En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se declarará improcedente la acción de amparo encaminada a que se ordene la admisión de la acción popular sin exigir el cumplimiento de requisitos no previstos en la Ley 472 de 1998,  porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito. Improcedente también es la solicitud del actor relativa a que se defina si por el hecho de que el juzgado haya resuelto sobre los memoriales que presentó en la citada acción popular, a pesar de no ser parte, lo convierte en tal o no, pues de las pruebas arriba citadas resulta evidente que ninguna actividad ha desplegado en ese proceso, para obtener se decida sobre dicha circunstancia y que la funcionaria accionada tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda. Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.”.
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Acta No. 239 de 10 de mayo de 2017


Expediente 66001-22-13-000-2017-00424-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y el Agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados el señor Cristian Vásquez, la Alcaldía de Pereira y el Defensor del Pueblo Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular radicada bajo el No. “2016-640”, la Juez Cuarta Civil del Circuito de Pereira dio trámite a las solicitudes que elevó, a pesar de que no es parte. 
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad y al debido proceso. Para su protección, solicita: a) establecer si por aquel hecho, se convirtió en parte o no en ese proceso; b) se ordene a la funcionaria accionada admitir la acción popular sin exigir requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y consignar por qué es improcedente el recurso de apelación en la acción popular “pese q (sic) si existe… aplica CGP para terminar las A (sic) populares por desistimiento tacito (sic) y se niega a conceder alzada amparado CGP” y c) se mande al delegado del Ministerio Público acreditar cómo ha garantizado sus derechos procesales y demostrar su asistencia a las audiencias celebradas en el referido proceso.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 26 de abril se admitió la acción, se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda y al señor Cristian Vásquez, este último como demandante en la acción popular objeto del amparo.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, una vez sean convocados por el juez. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado indicó que la acción popular radicada bajo el No. 2016-00640 fue propuesta por el señor Cristian Vásquez, pero fue Javier Elías Arias Idárraga quien, sin solicitar coadyuvancia, interpuso recurso e hizo incurrir en error al despacho.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Establecerá la Sala, en primer lugar, si el demandante incurrió en temeridad; en caso negativo, se analizará si procede la acción de tutela para ordenar: a) se determine la calidad en que actúa el actor en la acción popular objeto del amparo y b) se admita la demanda sin exigir el cumplimiento de requisitos no previstos en la Ley 472 de 1998.
3. En el proceso están acreditados los siguientes hechos:

3.1 El 23 de febrero último el señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, por haber rechazado la acción popular radicada bajo el No. “2016-640” con sustento en requisitos no exigidos por el artículo 18 de la Ley 472 de 1998. Pidió, en consecuencia, ordenar a la titular de ese despacho admitir esa acción
. 
3.1 Por sentencia de 10 de marzo de este año, con ponencia del Magistrado Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo, se declaró, entre otras cosas, improcedente la solicitud de amparo elevada por el señor Javier Elías Arias Idárraga, en razón a que en la citada acción popular “los derechos al debido proceso y a la debida administración de justicia, que darían relevancia constitucional a la cuestión, no pudieron serle vulnerados al accionante, por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente con legitimación en ese proceso, toda vez que la demanda fue promovida por Cristian Arias y no ha hecho petición formal para ser tenido en cuenta como coadyuvante. Es decir, que respecto del mismo, la denuncia constitucional, no puede tener eco alguno, por cuanto, en nada puede verse afectado con lo que se resolvió en su momento por parte de la funcionaria demandada. En síntesis, carece de legitimación que le permita, por este medio, dejar sin efecto cualquier pronunciamiento del juzgado”
. 

3.2 De conformidad con lo informado por el Secretario del juzgado demandado, el actor no ha formulado solicitud alguna para que se aclare si actúa como parte en ese proceso
.
4. Confrontada la acción de amparo a que se refieren los dos primeros puntos anteriores con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira; se fundamentaron en similares hechos y pretensiones, por lo menos en cuanto a la inconformidad con la inadmisión y rechazo de la acción popular radicada 2016-00640.
El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dice: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:

“La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente (…)

(…) en sentencia T- 1103 de 2005
 se reiteraron los parámetros ya fijados por esta Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
:

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental.

(…)

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado:

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo,  se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

En conclusión, la presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación arbitraria, sino que se hace necesario verificar las circunstancias que rodean cada caso para inferir que se configura temeridad, razón por la cual se debe entender esta figura como una alternativa procesal con la que cuenta el juez constitucional de manera muy excepcional, pues ante todo debe asegurar la garantía efectiva de los derechos fundamentales. Es decir, que la sola concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que da lugar a la controversia y la pretensión, no es suficiente para concluir que se trata de una actuación judicial amañada o contraria al principio constitucional de buena fe.”

5. En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en similares hechos y en las que elevaron las mismas pretensiones, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido, a lo que pudo ser llevado por el gran cúmulo de acciones de amparo que ha interpuesto ante este Tribunal.

En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se declarará improcedente la acción de amparo encaminada a que se ordene la admisión de la acción popular sin exigir el cumplimiento de requisitos no previstos en la Ley 472 de 1998,  porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito.

6. Improcedente también es la solicitud del actor relativa a que se defina si por el hecho de que el juzgado haya resuelto sobre los memoriales que presentó en la citada acción popular, a pesar de no ser parte, lo convierte en tal o no, pues de las pruebas arriba citadas resulta evidente que ninguna actividad ha desplegado en ese proceso, para obtener se decida sobre dicha circunstancia y que la funcionaria accionada tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado frente al juzgado accionado resulta improcedente y así se declarará.

7. No se accederá a las solicitudes elevadas por el actor tendientes a ordenar: a) al juzgado accionado explicar la razón por la cual aplica el Código General del Proceso para declarar el desistimiento tácito en las acciones populares, pero no lo hace para conceder los recursos de apelación que en ese tipo de procesos se interpone y b) a la Procuraduría que acredite la forma cómo ha garantizado sus derechos y demostrar que asistió a las audiencias llevadas a cabo en la acción popular objeto del amparo, como quiera que esta acción constitucional está prevista para proteger derechos fundamentales conculcados, mas no para tramitar esa clase de peticiones, las cuales, además, deben ser elevadas directamente por el mismo interesado, a las referidas autoridades.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Cristian Vásquez, la Alcaldía de Pereira y el Defensor del Pueblo Regional Risaralda, en cuanto a las pretensiones relacionadas con la acción popular radicada bajo el No. 2016-00640 y se niegan las restantes dirigidas contra el Ministerio Público y el referido Juzgado.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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